El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 4 de octubre de 2017

Proceso:
Acción de Tutela – Revoca - Improcedente
Radicación Nro.:
66001-31-03-003-2017-00131-01
Accionante: 
Fraydique Alexánder Gaitán Rondón, presidente de la Confederación de la Unión Sindical del Trabajo, Central CTU-USTRAB
Accionado:
Secretaria de Educación Departamental de Risaralda
Magistrado Ponente:
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 
LABORAL COLECTIVO / PERMISO SINDICAL / CONCEDE / REVOCA / SUBSIDIARIEDAD / IMPROCEDENTE  – Demuestran esas pruebas que el actor hace parte del comité ejecutivo de la Federación Regional Eje Cafetero de la Unión Sindical Colombiana del Trabajo y con tal calidad se solicitó la concesión del permiso sindical. 

Debido a esa condición y tomando como referencia la línea jurisprudencial transcrita, el amparo resulta improcedente en razón a que el actor no hace parte de los directivos de la organización sindical y por tanto, no puede considerarse lesionado el derecho a la asociación sindical con la decisión negativa de la entidad demandada en otorgarle el permiso solicitado, pues quien represente legalmente a la organización podrá garantizárselo mediante el ejercicio de las actividades necesarias para el funcionamiento del sindicato.

De esa manera las cosas, la negativa en conceder el permiso que requiere el señor Copete Perea, en su calidad de miembro del comité ejecutivo del sindicato deberá ser controvertido ante las autoridades competentes para decidirlo, por la vía ordinaria, pues no están de por medio, derechos constitucionales que sea menester proteger. 

En conclusión, como en este caso la tutela es improcedente al incumplirse el requisito de la subsidiariedad, la sentencia impugnada, que concedió el amparo, será revocada. Además, de conformidad con lo advertido al resolver el primer problema jurídico planteado, se declarará la falta de legitimación en la causa por activa, del Fraydique Alexánder Gaitán Rondón, quien dijo ser presidente de la Confederación de la Unión Sindical del Trabajo, Central CTU-USTRAB .
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, octubre cuatro (4) de dos mil diecisiete (2017)

Acta No. 519 del 4 de octubre de 2017

Expediente No. 66001-31-03-003-2017-00131-01

Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el Secretario de Educación Departamental de Risaralda, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, el 1º de agosto último, en la acción de tutela que promovió el señor Fraydique Alexánder Gaitán Rondón, presidente de la Confederación de la Unión Sindical del Trabajo, Central CTU-USTRAB, contra el ente departamental recurrente, a la que fue vinculado el señor Eugenio Segundo Copete Perea.

A N T E C E D E N T E S

1. Los hechos relatados por el promotor de la acción admiten el siguiente resumen:

1.1 El señor Eugenio Segundo Copete Perea labora como docente de primaria en el Instituto Educativo Liceo Gabriela Mistral de La Virginia y ostenta la calidad de Director del Departamento de Asuntos Relacionados con Órganos de la Rama Judicial en la Confederación de la Unión Sindical del Trabajo, Central CTU-USTRAB.

1.2 El 19 de febrero de este año, la Confederación solicitó permiso sindical a favor del citado señor, para que le fuera concedido desde el 27 siguiente hasta el 1º de diciembre de este año, por los cinco días hábiles de la semana.

1.3 El 7 de marzo siguiente la Secretaria de Educación Departamental de Risaralda decidió negar esa solicitud en razón a que: a) la concesión de tal permiso interfiere en el cumplimiento de los deberes del empleado y en la prestación del servicio académico, lo que genera una lesión del derecho a la educación de los niños y b) con anterioridad se había concedido otro permiso de igual naturaleza a los miembros de la Junta del Sindicado de Educadores de Risaralda, frente a los cuales el ente territorial “seguirá única y exclusivamente accediendo a los permisos sindicales”. En relación con este último argumento, dijo el promotor de la acción que la Confederación que representa no hace parte de ese Sindicato.

1.4 Esta decisión ha afectado los compromisos y responsabilidades adquiridas por la Confederación, teniendo en cuenta el cargo sindical que ocupa el mencionado docente, y desconoce la jurisprudencia constitucional, los convenios de la Organización Internacional del Trabajo, el Decreto 1072 de 2015 y la Circular No. 0098 de 2007, expedida por el Ministerio de Protección Social y el Departamento Administrativo de la Función Pública, estas dos últimas establecen que la entidad empleadora debe conceder los permisos sindicales a quienes sean integrantes de los comités ejecutivos de ese tipo de organizaciones sindicales.

1.5 Otros entes departamentales han reconocido el permiso sindical a algunos miembros de esa organización, entre ellos la Secretaría de Educación de Bogotá.

2. Considera lesionados los derechos fundamentales a la igualdad, la libre asociación, la negociación colectiva, la participación y la libertad sindical. Para su protección, solicita se ordene a la demandada conceder el permiso sindical pedido a nombre del señor Eugenio Segundo Copete Perea.

A C T U A C I Ó N      P R O C E S A L

1. Por auto del 5 de mayo de este año, se admitió la acción de amparo.

2. La Secretaria de Educación Departamental de Risaralda manifestó, luego de citar las normas que regulan el reconocimiento de permisos sindicales, que estos deben ser concedidos en forma proporcional y razonable de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, y atender el principio de necesidad, según el cual, solo pueden ser otorgados cuando se requieran para desempeñar funciones sindicales. En este caso, el señor Eugenio Segundo Copete Perea hace parte del Sindicato de Trabajadores de Risaralda, el que se encuentra legalmente constituido y los miembros de la junta principal fueron beneficiados con esa clase de permiso. Sin embargo, dentro de la Federación Regional Eje de la Unión Sindical Colombiana del Trabajo no se observa la existencia de asociaciones de educadores; además, el citado docente ejerce allí como Director del Departamento de Asuntos Legislativos y Jurídicos, actividad que carece de relación con el servicio educativo y no existe claridad sobre la organización sindical a que pertenece el actor, pues los descuentos respectivos solo se le hacen a favor del Sindicato de Trabajadores de Risaralda. Así mismo, los permisos sindicales solicitados interfieren en el normal cumplimiento de los deberes del maestro, lo que genera una amenaza para el derecho fundamental a la educación de los niños del municipio de La Virginia, en el que presta sus servicios, y por tal razón, mediante oficios del 7 de marzo último, se negó su solicitud al incumplir los principios de necesidad, razonabilidad y proporcionalidad. 

2. Mediante sentencia del 18 de mayo del año en curso, la señora Juez Tercera Civil del Circuito de Pereira decidió en primera instancia el asunto. Sin embargo, esa providencia fue declarada nula por esta Sala, mediante auto del 7 de julio, por falta de vinculación del docente Eugenio Segundo Copete Perea.

3. Rehecha la actuación, el 1º de agosto último se profirió la sentencia impugnada. En ella se ampararon los derechos a la igualdad y a la asociación sindical y se ordenó a la Secretaria de Educación Departamental de Risaralda, en el término de 48 horas, adelantar las gestiones necesarias para conceder el permiso sindical solicitado a nombre del docente citado.

Para decidir así, con fundamento en normas y jurisprudencia de la Corte Constitucional que consideró aplicables al caso, se estimó que como los permisos sindicales desarrollan el derecho a la asociación, no son de recibo los argumentos planteados para negarlos en este caso ya que “no se discute normal (sic) de rango legal, sino que trasciende al ámbito constitucional, que es precisamente el campo de acción de esta instancia, por lo que si (sic) es dable pronunciarse al respecto”. Así, se concluyó que la entidad accionada lesionó el derecho a la asociación sindical de la Confederación de la Unión Sindical del Trabajo, Central CTU-USTRAB, al negar el permiso sindical al docente Eugenio Segundo Copete Perea en su calidad de Director del Departamento de Asuntos Legislativos y Jurídicos de esa organización, y también se expresó que si el ente territorial confesó haber concedido tal beneficio a la directiva del Sindicato de Educadores de Risaralda, se vulnera el derecho a la igualdad de la Confederación demandante.

4. Inconforme con el fallo, el Secretario de Educación Departamental de Risaralda lo impugnó. A los argumentos que se plantearon en la contestación de la demanda, agregó que la orden librada para proteger el derecho fundamental, no tiene en cuenta las circunstancias de índole administrativo y presupuestal para materializarla. 

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a la Sala decidir si procede la tutela para ordenar a la entidad demandada acceder a la solicitud de permiso sindical elevada por quien dice ser el presidente de la Confederación de la Unión Sindical del Trabajo, Central CTU-USTRAB, a nombre del señor Eugenio Segundo Copete Perea y solo en caso positivo, se analizará si el ente departamental accionado lesionó los derechos fundamentales cuya protección se invocan, al citado señor.
3. De manera previa se analizará lo relacionado con la legitimación en la causa por activa del promotor de la acción.

No desconoce la Sala, que según la jurisprudencia constitucional, las organizaciones sindicales pueden representar judicialmente a sus miembros
. Sin embargo, quien solicitó el amparo no acreditó ser el presidente de la Confederación de la Unión Sindical del Trabajo, Central CTU-USCTRAB, como lo anunció y por ende, ha de afirmarse que no estaba legitimado en la causa por activa.

A pesar de ello, el señor Eugenio Segundo Copete Perea, directo afectado con la negativa de la entidad demandada en otorgarle el permiso sindical, en esta sede, se pronunció para coadyuvar varias de las peticiones elevadas en el escrito con el que se promovió la acción; entre ellas, la de que se proteja su derecho sindical, lesionado porque no se le otorgó aquel beneficio
.
De esa manera las cosas, es este último el que se encuentra legitimado en la causa por activa para promover la acción.
4. Como ya se ha indicado, encuentra el actor lesionados sus derechos, en la decisión de la Secretaría de Educación del Departamento, que le negó un permiso sindical.
4.1. El artículo 38 de la Constitución Nacional reconoce el derecho de libre asociación para el desarrollo de las distintas actividades que las personas realizan en sociedad”; el 39 garantiza el de asociación sindical que en lo pertinente dice: “Los trabajadores y empleadores tienen derecho a constituir sindicatos o asociaciones, sin intervención del Estado. Su reconocimiento jurídico se producirá con la simple inscripción del acta de constitución…Se reconoce a los representantes sindicales el fuero y las demás garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión…”

El Código sustantivo del Trabajo, en el artículo 414, otorga la facultad a los trabajadores de todo servicio oficial de asociarse a través de las organizaciones sindicales, exceptuando a los miembros del Ejército y de la Policía, y limitando las funciones de los sindicatos creados por los empleados públicos.   
Y el artículo 416 de la misma obra, adicionado por el 13 de la ley 584 de 2000, regula lo relacionado con los permisos sindicales que deben concederse a los servidores públicos. Dice esa disposición: “Las organizaciones sindicales de los servidores públicos tienen derecho a que las entidades públicas les concedan permisos sindicales para que, quienes sean designados por ellas, puedan atender las responsabilidades que se desprenden del derecho fundamental de asociación y libertad sindical. El Gobierno Nacional reglamentará la materia, en concertación con los representantes de las centrales sindicales”. 
Por su parte, el artículo 1º del Decreto 2813 de 2000, expresa: “Los representantes sindicales de los servidores públicos tienen derecho a que las entidades públicas de todas las Ramas del Estado, sus Órganos Autónomos y sus Organismos de Control, la Organización Electoral, las Universidades Públicas, las entidades descentralizadas y demás entidades y dependencias públicas del orden Nacional, Departamental, Distrital y Municipal, les concedan los permisos sindicales remunerados necesarios para el cumplimiento de su gestión.”

Y el segundo del mismo decreto enseña: “Las organizaciones sindicales de servidores públicos son titulares de la garantía del permiso sindical, del cual podrán gozar los integrantes de los comités ejecutivos, directivas y subdirectivas de confederaciones y federaciones, juntas directivas, subdirectivas y comités seccionales de los sindicatos, comisiones legales o estatutarias de reclamos, y los delegados para las asambleas sindicales y la negociación colectiva.”
4.2 Esas últimas disposiciones, en cuanto regulan los permisos sindicales, permiten hacer efectivo el derecho de asociación sindical, como forma de facilitar el cumplimiento de las funciones y responsabilidades propias de quienes dirigen la respectiva organización, aspecto sobre el que ha dicho la Corte Constitucional: 

“3.5. De igual manera esta Corporación en reiteradas ocasiones ha sostenido que el derecho de asociación sindical no se agota simplemente con la facultad de fundar o pertenecer a esta clase de organizaciones, sino que se extiende a otro tipo de derechos y garantías que hacen posible el verdadero ejercicio de la actividad sindical. En la sentencia T-322 de 1998, la Corte conceptuó que la protección a la función que realizan los representantes sindicales, y que en gran medida tienen la obligación de velar por el desarrollo y efectivo cumplimiento de los fines y derechos de la organización y miembros que representan, “no se agota con la existencia del fuero sindical o la posibilidad de negociar y suscribir convenciones colectivas de trabajo, puesto que se requiere de la existencia de otras garantías que les permitan el adecuado cumplimiento de la actividad sindical para la que han sido designados”. En esta oportunidad se señaló que uno de esos mecanismos de protección y garantía, “sin lugar a dudas, lo constituye los llamados “permisos sindicales”, necesarios para que, en especial, los directivos sindicales puedan ausentarse del lugar de trabajo en horas laborales, a efectos de poder cumplir con actividades propias de su función sindical, e indispensables para el adecuado funcionamiento y desarrollo del ente sindical”
. (Se resalta)…”
 
5. De otro lado, es sabido que una de las características de la tutela es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que solo se abre paso cuando el afectado carece de otros mecanismos judiciales, o cuando aun existiendo, la tutela es usada como mecanismo transitorio de inmediata aplicación, para evitar un perjuicio irremediable.

Por esa razón, el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 dice expresamente que la acción de tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

Empero, la jurisprudencia de la Corte Constitucional, ha considerado que ese medio especial de protección es medio idóneo para proteger el derecho de asociación sindical y así dijo en la última sentencia citada:

“3.8. En este orden de ideas, la acción de tutela como mecanismo de protección de los derechos fundamentales, entre ellos el de asociación sindical, puede emplearse para obtener por parte del juez constitucional, una orden tendiente a que cesen conductas que impidan u obstaculicen su ejercicio, y una forma de impedir o restringir este derecho, es negando o limitando los permisos sindicales al punto de anular la representación sindical. Al respecto, se dijo en la sentencia T-322 de 1998.

“4.10. (...) es necesario concluir que la acción de tutela, como mecanismo de protección de derechos de rango fundamental, como lo es el derecho de asociación sindical y su ejercicio, procede cuando se demuestre que un empleador, a efectos de debilitar la organización sindical existente al interior de su empresa o a la que puedan estar afiliados sus trabajadores, no reconoce o concede los permisos sindicales que éstos requieran para el adecuado y normal funcionamiento del sindicato. Es decir, aquellos permisos que requieran los representantes del sindicato a efectos de cumplir normalmente su gestión, y sin los cuales se impide el normal funcionamiento de la asociación sindical que representan, como los que deben reconocerse a  los demás empleados para asistir a las asambleas generales ordinarias o extraordinarias, cuando éstas se programen para ser realizadas en horas hábiles, siempre y cuando con la concesión de estos permisos, no se altere de forma grave las actividades que desarrolla el empleador.” (subraya del texto) (Corte Constitucional. Sentencia T-322 de 1998. Magistrado ponente, doctor Alfredo Beltrán Sierra).

Por tanto, ante la ausencia de mecanismos idóneos para lograr la protección efectiva del derecho de asociación sindical en los eventos señalados en el considerando anterior, la acción de tutela es el recurso judicial llamado a restablecer la vulneración que, por estas conductas puedan configurarse…”
6. La línea jurisprudencial de la Corte en relación con el tema de que se trata ha sido uniforme en el sentido de considerar viable la tutela como mecanismo idóneo para proteger el derecho a la asociación sindical, vulnerado cuando se niegan permisos a los directivos de la organización sindical.
Así por ejemplo, en la sentencia T-502 de 1998 se salvaguardaron dichas garantías a la representante legal de la Asociación Sindical de Servidores Públicos del Ministerio de Defensa, Fuerzas Militares, Policía Nacional y sus entidades adscritas -Asodefensa-. Lo propio se hizo con la presidente y vicepresidente de la Asociación de Empleados de Suramericana -ASES-, en la sentencia T-1756 de 2000 y el presidente del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria de Productos Grasos y Alimenticios -Sintraimagra- en la T-740 de 2009. 
Y aunque en la sentencia T-464 de 2010 se estimó que era la tutela el mecanismo idóneo para conceder un permiso sindical a los integrantes del comité ejecutivo de una organización sindical, tal conclusión se fundamentó en la circunstancia de que estaban pactados en una convención colectiva. Así dijo en esa oportunidad: “… la Sala no puede pasar desapercibida la circunstancia puesta de presente en sede de revisión por el demandante, en el sentido de que la asamblea general nacional de delegados de SINALTRAINAL, llevada a cabo entre el 30 de noviembre y el 4 de diciembre de 2009, lo eligió como integrante del Comité Ejecutivo Nacional, cargo que sí se encuentra incluido en la convención colectiva de trabajo para efectos de que sean concedidos los permisos sindicales remunerados, lo cual implica que la negativa de la empresa demandada enerva, sin duda alguna, la garantía del derecho de asociación sindical….
7. Las pruebas documentales allegadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:

7.1 Según el registro del acta de constitución expedida por el Ministerio del Trabajo, de la Federación Regional Eje Cafetero de la Unión Sindical Colombiana del Trabajo, el señor Eugenio Segundo Copete Perea hace parte de su comité ejecutivo y ocupa el cargo de Director del Departamento de Asuntos Legislativos y Judiciales
. 

7.2 Mediante escrito del 19 de febrero de 2017
, el que carece de fecha de recibido, el Presidente y el Secretario General de la Confederación de la Unión Sindical del Trabajo, Central CTU-USTRAB, solicitaron a la Secretaria de Educación Departamental de Risaralda, se otorgara permiso sindical, desde el 27 de febrero siguiente hasta el 1º de diciembre de este año, por cinco días a la semana, de lunes a viernes, al docente Eugenio Segundo Copete Perea, quien labora como maestro de primaria en la Institución Educativa Liceo Gabriela Mistral del municipio de La Virginia. Ello para cumplir las labores de su cargo en esa organización sindical
. 

7.3 El 7 de marzo siguiente dicha Secretaria negó la solicitud porque si bien los docentes escalonados en servicio activo tienen derecho a la concesión de permisos sindicales, estos, de conformidad con la jurisprudencia del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional, se deben otorgar para el estricto cumplimiento de las actividades sindicales y deben respetar los principios de razonabilidad y proporcionalidad. En este caso, los miembros de la junta directiva del Sindicato de Trabajadores de Risaralda, organización a la que se encuentran afiliados los docentes del departamento, fueron beneficiados con permisos sindicales, y acceder a aquella petición, lesionaría el derecho a la educación de los niños, pues el docente invertiría parte de su tiempo en jornadas propias de la actividad sindical y “nos veríamos avocados afectar (sic) de una manera significativa la prestación del servicio educativo, circunstancia que no se permite dentro del ordenamiento jurídico”. En síntesis, se concluyó que la petición de permisos sindicales no satisface los principios de necesidad, razonabilidad y proporcionalidad
.  

8. Demuestran esas pruebas que el actor hace parte del comité ejecutivo de la Federación Regional Eje Cafetero de la Unión Sindical Colombiana del Trabajo y con tal calidad se solicitó la concesión del permiso sindical. 

Debido a esa condición y tomando como referencia la línea jurisprudencial transcrita, el amparo resulta improcedente en razón a que el actor no hace parte de los directivos de la organización sindical y por tanto, no puede considerarse lesionado el derecho a la asociación sindical con la decisión negativa de la entidad demandada en otorgarle el permiso solicitado, pues quien represente legalmente a la organización podrá garantizárselo mediante el ejercicio de las actividades necesarias para el funcionamiento del sindicato.

De esa manera las cosas, la negativa en conceder el permiso que requiere el señor Copete Perea, en su calidad de miembro del comité ejecutivo del sindicato deberá ser controvertido ante las autoridades competentes para decidirlo, por la vía ordinaria, pues no están de por medio, derechos constitucionales que sea menester proteger. 

9. En conclusión, como en este caso la tutela es improcedente al incumplirse el requisito de la subsidiariedad, la sentencia impugnada, que concedió el amparo, será revocada. Además, de conformidad con lo advertido al resolver el primer problema jurídico planteado, se declarará la falta de legitimación en la causa por activa, del Fraydique Alexánder Gaitán Rondón, quien dijo ser presidente de la Confederación de la Unión Sindical del Trabajo, Central CTU-USTRAB . 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por Juzgado Tercero Civil del Circuito local, el 1º de agosto pasado, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Eugenio Segundo Copete Perea contra la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda. En su lugar se declara improcedente el amparo y se decreta la falta de legitimación en la causa por activa, del señor Fraydique Alexánder Gaitán Rondón, quien dijo ser presidente de la Confederación de la Unión Sindical del Trabajo, Central CTU-USTRAB . 

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� En sentencia T-063 de 2014, se dijo “Cuando de derechos sindicales se trata, la persona jurídica está legitimada para ejercer la acción de tutela con el fin de proteger sus derechos o los de sus afiliados. En ese sentido es pertinente aclarar que la legitimidad dependerá de si se pretenden salvaguardar los intereses puramente colectivos o aquellos del trabajador visto desde su individualidad. Los primeros están ligados al sindicato en cuanto tal, independientemente de la repercusión que tengan en el beneficio individual de los trabajadores como miembros de la organización; los segundos hacen parte de la esfera individual del trabajador sin que involucre al sindicato o sus intereses. Lo anterior significa que cuando se pretende salvaguardar los derechos del propio sindicato y ello conlleva la garantía de los derechos individuales de sus afiliados, es la persona jurídica quien por conducto de su representante legal está legitimada para acudir al amparo constitucional. Mientras que si es el trabajador quien busca obtener beneficios individuales que no vinculan al sindicato, es él mismo, como persona natural, quien debe interponer la acción (en nombre propio, a través de apoderado o mediante agencia oficiosa, según el caso)� HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-063-14.htm" \l "_ftn4" \o "" \t "_blank" �”�  


� Folios 7 a 9 cuaderno No. 3


� Con relación a los permisos sindicales la Recomendación 143 de la O.I.T “sobre la protección y facilidades que deben otorgarse a los representantes de los trabajadores en la empresa”, establece en sus artículos 10.1 y 10.3 lo siguiente: “10. 1) Los representantes de los trabajadores en la empresa deberían disfrutar, sin pérdida de salario ni prestaciones u otras ventajas sociales, del tiempo libre necesario para desempeñar las tareas de representación en la empresa... 3) Podrían fijarse límites razonables al tiempo libre que se conceda a los representantes de los trabajadores en virtud de lo dispuesto en el subpárrafo 1) anterior… Lo anterior permite demostrar la importancia de los permisos sindicales, y la preocupación de esta organización mundial en promulgar su reconocimiento. Más aún, “cuando nuestra legislación no consagra expresamente la existencia de éstos, a pesar de ser, sin lugar a dudas, uno de los mecanismos o vehículos para el cabal ejercicio del derecho fundamental a la asociación sindical, cuando ellos son concebidos de forma racional, proporcional a la misma función sindical”. Sentencia T-322 de 1998 M.P. Alfredo Beltrán Sierra.


� Sentencia T-740 de 2009


� Folios 3 a 5 cuaderno No. 1


� Aunque allí aparece consignado el año 2016, si se tiene en cuenta que el acta de constitución de esa Confederación es del año 2017, tal como se expresa en ese mismo escrito 


� Folios 12 y 13


� Folios 9 a 13 cuaderno No. 1
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